Naciones Unidas

Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales

Derecho a condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias (artículo 7 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales) 


4 de mayo de 2015
América Latina


Red Latinoamericana de Organizaciones no gubernamentales de Personas con Discapacidad y sus Familias (RIADIS) Unión Latinoamericana de Ciegos (ULAC)


I. Resumen ejecutivo

1. El presente documento, es el resultado del trabajo conjunto entre la Red Latinoamericana de Organizaciones no gubernamentales de Personas con Discapacidad y sus Familias (RIADIS) y la Unión Latinoamericana de Ciegos (ULAC) para compartir nuestros aportes al debate general en torno al artículo 7 del Pacto internacional sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales.

2. Consideramos de suprema importancia que en este debate y posterior elaboración del comentario general se contemple a las personas con discapacidad y sus familias.

3. El objetivo central del presente escrito es relevar las principales demandas así como, algunas propuestas y buenas prácticas existentes en la región.

4. En caso de mayor información podrá contactar a Riadis en: ximena.serpa@riadis.org y a ULAC en ulac@ulacdigital.org.


II. Introducción.

1. La Unión Latinoamericana de Ciegos (ULAC) es una organización internacional no gubernamental y no lucrativa, creada el 15 de noviembre de 1985 con la misión de ser la organización técnico-política de América Latina representativa de los intereses de las personas ciegas, con baja visión y sus organizaciones, actuando como interlocutora ante los organismos nacionales, regionales e internacionales, con autonomía política y sustentabilidad.

2. La Red Latinoamericana de Organizaciones no Gubernamentales de personas con discapacidad y sus familias, es una red democrática regional cuya función es informar, entrenar, investigar e incidir en la promoción de la defensa de los derechos, valores y no discriminación y desarrollo inclusivo de las personas con discapacidad.

3. Ambas organizaciones (ULAC y RIADIS) representan en la actualidad unas 150 organizaciones nacionales de personas con discapacidad. En este sentido, cifras de la Comisión Económica para América Latina (CEPAL) unos 400 millones de personas con discapacidad viven en la región y un 80% se encuentran desempleadas o subempleadas.

4. El ámbito de acceso al empleo para las personas con discapacidad en edad productiva y en condiciones para trabajar, es tal vez donde se da con mayor frecuencia la discriminación asociada con la discapacidad y la violación del derecho al trabajo.

5. Desafortunadamente, no existen índices de desempleo exactos, pero, según estimaciones de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), en los países de América Latina y el Caribe, más de 85% de las personas con discapacidad, que pudieran trabajar, no tienen empleo.

6. Este desempleo tan extenso y la marginalización laboral tienen como causa principal la depreciación de la capacidad productiva de las personas con discapacidad, situada dentro de la depreciación general que prevalece. A esto se suman otros factores, como la cualidad y la competitividad de la mano de obra que, debido a las limitadas posibilidades formativas, son bajas; la inaccesibilidad de los locales de trabajo; la falta de transporte accesible y en general, los problemas económicos que afectan a los países de la región.

7. Una situación bastante común es aquella en la que los trabajadores con discapacidad son remunerados con pagos de salarios inferiores o sin ningún salario o pago. En México, por ejemplo, 14% de las personas que trabajan no reciben salario y 22,6% ganan menos de un salario mínimo. Una situación semejante se observa en Brasil, donde 30% de las personas con discapacidad ganan menos de un salario mínimo.

8. Otro claro ejemplo de la falta de oportunidades laborales para las personas con discapacidad es el tipo de trabajo al cual se puede tener acceso. En Chile, solo un tercio de las personas con discapacidad ocupadas tienen un trabajo de jornada completa. Muchas tienen empleos informales, trabajan por cuenta propia o están subempleadas. En Bolivia, casi 40% son trabajadores autónomos o informales, y en Honduras y  Nicaragua  73% trabajan como autónomos o en relación de dependencia, pero sin recibir remuneración alguna.

9. Para tratar de revertir esta situación en algunos países (Argentina, El Salvador, Nicaragua, Brasil, Panamá, México, Uruguay y Venezuela), fueron aprobadas leyes que fijan cuotas para el empleo de personas con discapacidad, que entidades públicas o empresas privadas de determinados tamaños deben contratar. No obstante, según la información de que se dispone, partiendo de estas políticas y de otras de incentivo fiscal (como en Costa Rica), los resultados obtenidos son tan improductivos como desalentadores.” (Documento de Regina Atalla).


III. Asuntos sustantivos.

1. Consideramos que el marco legislativo en muchas naciones latinoamericanas debe ajustarse al modelo social propuesto por la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPD). Para esto es propicio obtener formación y recursos que permitan cumplir con el cometido.

2. En aquellos países donde la Convención ha sido ratificada es menester que los cuerpos normativos ya modificados se apliquen. En otras palabras, deben generarse mecanismos pragmáticos de implementación efectiva de las legislaciones vigentes.

3. Es necesario asignar recursos de los presupuestos nacionales a las políticas efectivas de empleo. En la región la mayoría de las naciones posee un tejido industrial y un plexo normativo apropiado y acorde a la realidad actual, así como proyectos ejecutados por organizaciones no gubernamentales que si bien  logran resultados dignos de hacer notar, no cuentan con presupuesto gubernamental que facilite la ejecución de las acciones. En este sentido, la ausencia de recursos presupuestarios torna de imposible cumplimiento dichas prescripciones. Desde la sociedad civil se brega por reconocer la necesidad de recursos para cumplir objetivos tangibles.

4. De la mano del derecho al empleo, la formación continua y el acceso a la educación son necesarias. En otros términos, recomendamos avanzar hacia escenarios donde los actores públicos y privados tanto en materia de empleo, como educación y formación trabajen mancomunadamente.


 IV. Implementación efectiva.

1. Ausencia de sistemas de información y monitoreo. El no contar con mecanismos nacionales reconocidos y válidos en materia de empleo y calidad laboral, tornan aún más compleja la situación de empleabilidad.

2. Carencia de escenarios conjuntos entre empleadores y entidades de empleo.

3. Ausencia de mecanismos de penalización por incumplimiento de leyes.

4. Acciones propositivas de inclusión laboral.





V. Análisis de situaciones y experiencias.

1. En Colombia el Programa “Pacto de Productividad” es una iniciativa que busca desarrollar un modelo de inclusión laboral para personas con discapacidad en el que se articulen y fortalezcan en alianza con el sector empresarial, los servicios de formación e inclusión, con el fin de mejorar las oportunidades de empleo de las personas con discapacidad auditiva, visual, física y cognitiva a través de su vinculación como trabajadores formales en los procesos productivos del sector empresarial.

El Programa busca el desarrollo de las capacidades locales, la generación de estrategias, sostenibilidad y su réplica en otras ciudades. El objetivo principal del Programa Pacto de Productividad es mejorar las oportunidades de empleo para las personas con discapacidad, contribuyendo de esa forma a su inclusión económica y social.

El Programa “Pacto de Productividad” se organiza en cuatro componentes que se ejecutan en forma simultánea, concentrándose en las distintas poblaciones que hacen parte de su objetivo de acción. El primero busca la movilización del sector empresarial para la inclusión laboral de las personas con discapacidad; el segundo, el fortalecimiento de la oferta de servicios de las instituciones de inclusión laboral a nivel técnico; el tercero, la ampliación de la oferta de capacitación para las personas con discapacidad en formatos accesibles; y el cuarto, la difusión y socialización del Programa.

Además del objetivo particular de cada uno de los componentes, se promueve el trabajo articulado entre los distintos tipos de servicios relacionados con la inclusión laboral de las personas con discapacidad (rehabilitación, capacitación, intermediación y colocación) para que estas personas se beneficien de ellos, en condiciones de calidad, integralidad y accesibilidad de manera que la inclusión laboral sea efectiva y sostenible. 
Más información en: http://www.pactodeproductividad.com/)

2. Asimismo, otra buena práctica es el Proyecto Ágora el cual se ejecuta en 15 países de América Latina y, cuyas acciones son  similares a  las mencionadas en párrafos anteriores  siendo específicas para personas con discapacidad visual.

A través de este Proyecto, cientos de beneficiarios con discapacidad visual anualmente se capacitan laboralmente en las aulas de gestión, se adaptan cientos de puestos de trabajo y  se concientiza a  las empresas sobre las capacidades productivas de las personas ciegas y con baja visión. Sin embargo, se requieren mucho más  que proyectos exitosos que impulsan la inclusión laboral de las personas con discapacidad a  fin de mejorar las condiciones de empleabilidad de este sector tan vulnerado.
Más información en: www.foal.es/agora

3. En Panamá se están realizando las llamadas ferias de empleo para personas con discapacidad, específicamente en el sector privado con diversas empresas, pero todavía es insuficiente esta acción para lograr ofertas de trabajo. 
Además existe un proyecto llamado Publiquioscos, del despacho de la Primera dama que busca que las personas con discapacidad y sus familias puedan acceder a estas plazas de empleo que permiten independencia económica constituyéndose como pequeños empresarios. Esto está en su etapa inicial, no tenemos todavía cifras de su funcionabilidad.

Estas tres experiencias previamente descriptas, buscan ser muestras y referentes que la acción compartida y mancomunada representan una opción efectiva a la mejora en la calidad de vida y empleabilidad de las personas con discapacidad. Es pues, menester profundizar estas acciones e involucrar mayores estamentos gubernamentales.
